Actoras: Cecilia Maletti (Concejala de la Ciudad de Neuquén) 
Elita Leonor Riquelme (Presidenta de la Sociedad Vecinal Bº Bouquet Roldán)

Demandadas: Municipalidad de la ciudad de Neuquén y Cooperativa CALF.

Materia: Amparo. Medida Cautelar. Solicita habilitación de día y hora.

Objeto: Inicia demanda

Señor Juez:

Cecilia Maletti, DNI Nº 25.308.670  con domicilio forzoso en calle Leloir 370 de la ciudad de Neuquén y domicilio real en calle Sauco 13 Bº Muten en el carácter de Concejala electa periodo (2015-2019) y Elita Leonor Riquelme, DNI 23.302.124 con domicilio real en calles Alcorta y Candelaria de la ciudad de Neuquén, en el carácter de vecina de la ciudad de Neuquén y presidenta de la comisión vecinal del Barrio Bouquet Roldán de la ciudad de Neuquén, con el patrocinio letrado de la Dra. María Eugenia Mañueco MP 2140, constituyendo domicilio en calle Córdoba 431 piso 7 Of. 1 y domicilio electrónico en NQ1971, se presenta y respetuosamente dice:

I.- Personería: Cecilia Maletti: Tal como lo acredito con acta de asunción y designación en el cargo, he sido electa concejala por la ciudad de Neuquén periodo 2015-2019. 
Elita Leonor Riquelme: tal como lo acredito con acta de designación y proclamación, el día 27 de julio de 2014 ha sido electa presidenta de la Sociedad Vecinal del Barrio Bouquet Roldán de la ciudad de Neuquén, proclamada el 19 de septiembre de 2014 y durando su mandato hasta el año 2017 (art. 32 Ordenanza Nº 12.835)

II.- Objeto: en tal carácter y cumpliendo con las obligaciones para las que fuimos elegidas, venimos por la presente a iniciar acción de amparo en los términos del art. 43 de la Constitución Nacional, art. 59 de la Constitución Provincial, ley provincial Nº 1981 que regula la acción de amparo, arts. 14 y 15 de la Carta Orgánica de la Ciudad de Neuquén, contra la Municipalidad de la ciudad de Neuquén con domicilio real en calle Avenida Argentina y Roca de la ciudad de Neuquén, pcia. Del Neuquén en su carácter de concedente del servicio público de electricidad y contra la Cooperativa CALF en su carácter de concesionaria del servicio público de electricidad, con domicilio real en calle Mitre 609 de la ciudad de Neuquén, pcia. Del Neuquén, a efectos de solicitar a VS que declare la nulidad del aumento de la tarifa de electricidad dispuesto en la Ordenanza Nº 13.581, sancionada por el Concejo Deliberante de la ciudad de Neuquén el día 24/11/16, promulgada por el Poder Ejecutivo Municipal el día 25/11/2016 y publicada en el Boletín Oficial el día 29/11/2016. 
La nulidad solicitada obedece a que en forma irrazonable se modificó el sistema tarifario eléctrico de la ciudad de Neuquén, autorizándose un incremento de la tarifa desmedido, viéndose afectados los derechos de todos los vecinos de la ciudad de Neuquén por ser el mismo abusivo. Se vulneran los derechos y garantías que todos los neuquinos y neuquinas tienen como consumidores y usuarios del servicio ya que no se respetaron los arts. 17, 19, 31, 33, 42 y concordantes de la Constitución Nacional, arts. 55, 59 y concordantes de la Constitución Provincial, arts. 12, 13, 14, 15 y 144 de la Carta Orgánica de la Ciudad de Neuquén, doctrina y reciente jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de La Nación toda vez que no se efectuó  la correspondiente audiencia pública previa, omitiéndose deliberadamente dar la información correspondiente a los usuarios  y por lo tanto el aumento efectuado no se ajusta ni a la Constitución Nacional, ni a la Constitución Provincial ni a la Carta Orgánica de la ciudad de Neuquén, ni a lo dispuesto por reciente jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.
Solicitamos a su vez, haga lugar, inaudita parte, a la medida cautelar de no innovar requerida en el punto IV de la presente acción.

III.- Hechos: el pasado 24 de noviembre de 2016 el Concejo Deliberante de la Ciudad de Neuquén aprobó por mayoría la Ordenanza Nº 13.581, la cual fue promulgada por el Poder Ejecutivo municipal y luego publicada en el Boletín Oficial el día 29/11/2016.
En la misma se aumentó en un 40% la tarifa  eléctrica para la ciudad de Neuquén, ello sin tener en cuenta el aumento del alumbrado público que si bien lo cobra la cooperativa Calf a través de la misma factura eléctrica, se dispone en la ordenanza tarifaria que se sanciona anualmente.
Según el contrato de concesión suscripto entre la Municipalidad de Neuquén y la Cooperativa CALF, anualmente se debe revisar el cuadro tarifario y así ir recalculando los costos operativos del sistema. Eso fue lo que se aprobó.
Ahora bien, lo cierto es que si a esta “revisión tarifaria”, como prefieren llamarla las autoridades de la cooperativa, le sumamos  todos los aumentos que ha tenido la tarifa eléctrica en la ciudad, tenemos que decir que ha aumentado, desde marzo de 2015 a la fecha más del 90%.
III.1.-Costos que se tienen en cuenta para el cálculo de la tarifa eléctrica: Si bien el cálculo de la tarifa eléctrica se efectúa a través de un sistema complejo ya que intervienen diversos factores y actores, solo a efectos de efectuar una breve y sencilla introducción en el tema, podemos sostener que los costos que se toman en cuenta para determinar la tarifa eléctrica son los siguientes:
-Costo de abastecimiento: lo que cuesta comprar la energía en el mercado eléctrico mayorista (MEM).
-Valor Agregado de Distribución (V.A.D): incluye los costos laborales y los costos de distribución, comercialización y administración (materiales, seguridad, vigilancia, gastos de limpieza, seguros, honorarios profesionales, impuestos y tasas, mantenimientos de rodados y edificios, etc).
-Otros costos incluidos en el V.A.D: son los que surgen de la diferencia entre los ingresos por la tarifa de energía y por intereses y aranceles y el VAD real, a este resultado se le suma el resultado entre aporte de capital e inversiones y el saldo sin recuperar de revisión anterior.
Por último señalaremos que la factura, que a cada vecino le llega a su casa, está compuesta por los siguientes items:
-Cargo fijo de acuerdo a la categoría de usuario.
-Cargo variable de acuerdo al consumo.
-Tasa por servicio de Alumbrado Público.
-Aporte de capitalización o aporte de no socios (obras e inversiones)
-Aranceles-cambio de domicilio, derecho de conexión (incluye provisión de medidor, suspensión por deuda, rehabilitación de servicio suspendido, cambio de medidor por rotura o hurto, revisión de medidor, etc)
Ahora bien, ¿es este el eje de lo que estamos discutiendo?, ¿si había que aumentar o no la tarifa porque no se podía sostener el sistema? No, definitivamente no. Lo que nosotros estamos planteando es que el Estado como concedente del servicio no ha cumplido con la obligación que existe para con los vecinos de brindar información, clara, veraz y oportuna en una fuerte y elevada modificación de la tarifa de un servicio público de carácter esencial.
III.2.- Aumentos de la tarifa eléctrica desde enero de 2015 a la fecha: Tal como señalamos, desde enero de 2015 a la fecha la tarifa eléctrica ha sufrido distintos aumentos. Todos, a excepción de éste último del 40%, han sido a través de decretos del Poder Ejecutivo Municipal, ya que en tanto no sea la revisión de costos, está habilitado para hacerlo.
-El 12/01/2015 a través del decreto 0015/2015 se incrementó la tarifa media en un 12% y el aporte de capitalización en un 11,5%.
-El 17/11/2015 a través del decreto 1080/2015 se incrementó la tarifa media en un 14% y el aporte de capitalización en un 11,5%.
-El 28/3/2016 a través del decreto 248/2016 se modifica el cuadro tarifario por un aumento en los costos de abastecimiento, aumentándose la tarifa media en un 32,69% y el aporte de capitalización en un 8,7%.
-El 24/6/2016 a través del decreto 559/2016 se incrementó la tarifa media en un 12,65% y el aporte de capitalización en un 7%.
Hoy a través de la Ordenanza Nº 13.581, se está efectuando un nuevo aumento de un 40%, que entraría en vigencia en el mes de enero y se vería reflejado en las facturas que reciban los usuarios en el mes de febrero.
Tal como ya señalamos, estos aumentos pueden obedecer a cuestiones técnicas, a la obligación de abonar salarios homologados a través de convenios colectivos de trabajos que se aplican en la actividad, a la quita de subsidios del mercado eléctrico mayorista, etc. Sin embargo, no es lo que estamos discutiendo en la presente causa.
III.3.-El servicio de energía eléctrica es un derecho humano: Consideramos que este es el primer dato que debemos tener en cuenta. Todos los habitantes tienen el derecho a ser provistos del servicio de energía eléctrica. Es uno de los servicios que se enmarcan dentro de los que consideramos servicios de carácter esencial y por ello resulta irremplazable y necesario para la subsistencia de cualquier ser vivo, ya que su provisión está íntimamente relacionada con su supervivencia y con la dignidad.
Nuestra Constitución Nacional, en su art. 75 inc. 22, incorpora y da jerarquía constitucional a diversos tratados de Derechos Humanos, entre ellos a la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948), la cual establece: "Artículo 3. Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona." 
La provisión de energía eléctrica, constituye un derecho humano en su concepto más amplio, entendido como el derecho de toda persona a tener acceso a una vida más digna ya que en la actualidad es impensable prescindir de la misma. Un aumento (sumado a todos los que vienen sucediendo) de esta envergadura coloca en serio peligro la posibilidad de poder afrontarlo para una gran parte de la ciudadanía neuquina; pone en peligro puestos de trabajo e incluso emprendimientos  de distinta índole.
En este sentido en el reciente fallo de la CSJN “CEPIS” "Centro de Estudios para la Promoción de la Igualdad y la Solidaridad y otros e/ Ministerio de Energia y Mineria s/ amparo colectivo" de fecha 18/8/2016 en el que por unanimidad se anuló el aumento en la tarifa de gas se señaló que: “A estos fines adquiere especial significación el criterio que surge de la Observación General 4 del Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales de Naciones Unidas, titulada "El derecho a una vivienda adecuada", del 13 de diciembre de 1991, en la que se emitió opinión sobre el artículo 11.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional). En el punto 8.b se afirma que una vivienda adecuada debe contener ciertos servicios indispensables para la salud, la seguridad, comodidad y la nutrición, y que todos "los beneficiarios del derecho a una vivienda adecuada deberían tener acceso permanente a recursos naturales y comunes, a agua potable, a energía para la cocina, la calefacción y el alumbrado (oo.)". En el punto 8.c. se expresa que los "gastos personales o del hogar que entraña la vivienda deberían ser de un nivel que no impidiera ni comprometiera el logro y la satisfacción' de otras necesidades básicas. Los Estados Partes deberían adoptar medidas para garantizar que el porcentaje de los gastos de la vivienda sean, en general, conmensurados con los niveles de ingreso (..)".
El derecho a una vivienda adecuada y todo lo que éste implica es algo que evidentemente las autoridades desconocen y minimizan, cuestión sobre la que volveremos más adelante.
III.4.- Derecho a la Información: El eje central de nuestro planteo radica en que el aumento de la tarifa eléctrica es nulo, pues no se ha brindado a la comunidad neuquina la información que corresponde al respecto. En este sentido en el ya referido precedente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, fallo “CEPIS” se han sostenido diversos argumentos en torno  a esto. Algunos de los más importantes son los siguientes:
“...Corresponde recordar que el artículo 42 de la Constitución Nacional establece: 
"Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud~ seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno."Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios. "La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regula torios de los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control…”

“...el cambio cualitativo en la situación de los consumidores y usuarios a que dio lugar la reforma de 1994, en tanto radica en el reconocimiento por parte del derecho constitucional de las hondas desigualdades inmanentes al mercado y al consumo, dada la asimetría real en que se desenvuelve la persona que acude al mercado en pos de la satisfacción de sus necesidades humanas. Estas condiciones fueron advertidas por el Constituyente, al consagrar en los artículos 42 y 43 de la Ley Suprema herramientas definidas, destinadas a proteger a los consumidores y usuarios de las consecuencias del desequilibrio antes explicado, incorporando mandatos imperativos de orden sustancial en cabeza de aquellos y del Estado (calidad de bienes y servicios, preservación de la salud y seguridad; información adecuada y veraz; libertad de elección; y condiciones de trato equitativo y digno); también de orden participativos, como el derecho reconocido en cabeza de los usuarios, con particular referencia al control en materia de servicios públicos; y, como otra imprescindible cara, la consagración de un derecho a una jurisdicción -12- FLP 8399/2016/CS1 Centro de Estudios .para la Promoción de la Igualdad y la Solidaridad y otros e/ Ministerio de Energía y Minería s/ amparo colectivo. propia en favor de consumidores y usuarios, con el reconocimiento de actores procesales atípicos en defensa de sus derechos como son el Defensor del Pueblo y las organizaciones no gubernamentales de usuarios y consumidores, la disponibilidad de la vía del amparo y el otorgamiento a esas instancias de efectos expansivos para que sus decisiones alcancen a todos los integrantes del mismo colectivo.”

“Que en materia tarifaria la participación de los usuarios de un servicio público no se satisface con la mera notificación de una tarifa ya establecida. De acuerdo con lo desarrollado precedentemente es imperativo constitucional garantizar la participación ciudadana en instancias públicas de discusión y debate susceptibles de ser ponderadas por la autoridad de aplicación al momento de la fijación del precio del servicio.”
“Estas audiencias constituyen una de las varias maneras de participación ciudadana en la toma de decisiones públicas. Sin embargo, no son la única alternativa constitucional, en tanto el artículo 42 -como se expresó- no las prevé ni explícita ni implícitamente, sino que deja en manos del legislador la previsión del mecanismo que mejor asegure aquella participación en cada caso. De la redacción del artículo 42 se desprende la clara intención de los constituyentes de 1994 de que consumidores y usuarios -expresamente en la forma de asociaciones, e implícitamente de un modo genérico- participen en la elaboración de ciertas disposiciones de alcance general a cargo de la Administración cuando, como en el caso, al fijar tarifas, puedan proyectar los efectos sobre los derechos e intereses de aquellos (conf . doctrina de la disidencia de los jueces Lorenzetti y Zaffaroni en Fallos: 329:4542).”
“La participación de los usuarios con carácter previo a la determinación de la tarifa constituye un factor de previsibilidad, integrativo del derecho constitucional a una información "adecuada y veraz" (artículo 42, Constitución Nacional) y un elemento de legitimidad para el poder administrador, responsable en el caso de garantizar el derecho a la información pública, estrechamente vinculado al sistema republicano de gobierno (artículo 10, Constitución Nacional) Asimismo, otorga una garantía de razonabilidad para el usuario y disminuye las estadísticas de litigación judicial sobre las medidas que se adoptan”
“Ello es consistente con la noción de democracia deliberativa, porque los términos de la cooperación que propone son concebidos como razones que los ciudadanos o sus representantes responsables se dan recíprocamente en un continuado proceso de justificación mutua. En este sentido, el debate público mejora la legitimidad de las decisiones al requerir criterios comprensivos de las distintas posiciones para arribar a un consenso entrecruzado, que si bien no conducirá a lo que cada uno desea individualmente permitirá en cambio lo que todos deseamos, es decir, vivir en una sociedad ordenada sobre la base de un criterio más realista de justicia. (Rawls, John, Justice as Fairness. A restatement, Harvard, Harvard University Press, 2001)”
“Desde una prelación temporal, en primer lugar se encuentra un derecho de contenido sustancial que es el derecho de todos los usuarios a recibir de parte del Estado información adecuada, veraz e imparcial. La capacidad de acceder a una información con estas características es un elemento fundamental de los derechos de los usuarios, pues ese conocimiento es un presupuesto insoslayable para poder expresarse fundadamente, oír a todos los sectores interesados, deliberar y formar opinión sobre la razonabilidad de las medidas que se adoptaren por parte de las autoridades públicas, intentando superar las asimetrías naturales que existen entre un individuo y el Estado que habrá de fijar la tarifa de los servicios públicos.”
La CSJN es contundente en el tema: la participación ciudadana debe ser previa a la determinación de la tarifa, es un factor de previsibilidad que íntegra del derecho constitucional a una información adecuada y veraz y un elemento de legitimidad para el poder administrador. Es el Estado, en el caso que nos ocupa la Municipalidad de Neuquén en su carácter de concedente del servicio quien debe garantizar el derecho a la información pública.
En este sentido cabe señalar que el mecanismo de audiencia pública también se encuentra previsto en art. 308 de la Constitución de la Provincia del Neuquén, arts. 157 y 158 de la Carta Orgánica de la Ciudad de Neuquén y su procedimiento se encuentra establecido en la Ordenanza N° 7778.
III.5.- Intereses individuales homogéneos: Otro requisito, que también señaló la CSJN en el fallo “CEPIS” es que para que proceda una acción de esta índole se deben ver afectados derechos individuales homogéneos.
Así, se sostuvo que: “...en recientes precedentes, esta Corte reconoció que, de acuerdo a las disposiciones del artículo 43 de la Constitución Nacional, las asociaciones de usuarios y consumidores se encuentran legitimadas para iniciar acciones colectivas relativas a derechos de incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos, incluso de naturaleza patrimonial, en la medida en que demuestren: la existencia de un hecho único susceptible de ocasionar una lesión a una pluralidad de sujetos; que la pretensión esté concentrada en los "efectos comunes" para toda la clase involucrada; y que de no reconocerse la legitimación procesal podría comprometerse seriamente el acceso a la justicia de los integrantes del colectivo cuya representación se pretende asumir (confr. "Padec", Fallos: 336: 1236; "Unión de Usuarios y Consumidores", Fallos: 337: 196 y "Consumidores Financieros Asociación Civil pi su defensa", Fallos: 337:753)...” 
 “...Que en el caso se cuestionan las resoluciones del Ministerio de Energía y Minería de la Nación que fijan nuevos precios y tarifas para el servicio de gas. De manera que se cumple con el recaudo relativo a que exista un hecho único susceptible de ocasionar una lesión a una pluralidad de sujetos. La pretensión, por su parte, está concentrada en los "efectos comunes" para todo el colectivo, es decir, la necesidad de audiencia previa, lo que permite tener por configurado el segundo requisito expuesto en el considerando anterior. Al respecto debe repararse en que las resoluciones impugnadas alcanzan a todo el colectivo definido en la demanda…”
A nivel local, nuestra Constitución Provincial y la misma Carta Orgánica de la Ciudad de Neuquén, amplían aún más a los legitimados para ejercer este tipo de acciones.
Así las cosas el art 59 de la Constitución Provincial al referirse a la acción de amparo señala que : “...Podrán también interponer esta acción en lo relativo a los derechos colectivos, cualquier persona, el Defensor del Pueblo y las personas jurídicas que propendan a esos fines…”
Por su parte, la Carta Orgánica Municipal en su art. 15 al referirse a los derechos subjetivos públicos señala que : “Garantízase a toda persona física o jurídica, a través de una acción expedita, rápida, eficaz y gratuita, la defensa contra hechos, actos u omisiones de autoridad o de particulares sobre los que recaiga competencia municipal, que afecten o pudieran afectar de cualquier manera, ya sea en condiciones de exclusividad, concurrencia o generalidad, derechos jurídicamente protegidos…”
La Concejala Cecilia Maletti, además de ser una vecina de la ciudad de Neuquén, fue elegida por la gente para que represente y vele por los intereses de los neuquinos, contando de esta forma con la legitimación activa necesaria.
La Sra. Riquelme, es presidenta de la Sociedad Vecinal del B° Bouquet Roldán y por lo tanto cuenta con la legitimación activa necesaria. Así, el art. 144 de la Carta Orgánica Municipal señala que: “La Municipalidad impulsará, reconocerá, y garantizará la constitución de sociedades vecinales, como asociaciones voluntarias de vecinos para mejorar su calidad de vida, satisfacer sus necesidades comunitarias culturales, educacionales, sociales, sanitarias, deportivas y de obras de desarrollo, así como fomentar la particpiación comunitaria, coordinar acciones con otras organizaciones, colaborar y participar en los organismos de consulta y planificación del accionar municipal y toda otra actividad que tienda a lograr el bien común.” 
A su vez la Ordenanza N° 12.835 que regula el funcionamiento de las Sociedades Vecinales, en su art. 3 prevé entre los objetivos de las sociedades vecinales “Estimular la participación cívica, la defensa de las instituciones democráticas, la solidaridad, y la integración de los vecinos, para mejorar la calidad de vida, el desarrollo barrial y de la ciudad y demás objetivos expresados en la carta Orgánica Municipal”
III.6.- Desinterés manifiesto por parte de las autoridades en brindar información a la ciudadanía: En los últimos días se ha hablado mucho del tema y se han escuchado las opiniones de las autoridades de la Cooperativa CALF y del Intendente Municipal, en el sentido de no considerar como algo importante la instancia previa para explicar y oír a la ciudadanía en algo que los va a afectar seriamente, como es un fuerte incremento de la tarifa del servicio público eléctrico.
Tal es así que el día sábado 26 de noviembre de 2016 en el programa radial “Sin Pelos” que se transmite en AM 550, conducido por el Sr. Rubén Boggi se entrevistó al Ing. Carlos Ciapponi (actual director de la cooperativa CALF) y al Intendente de la ciudad de Neuquén Horacio Quiroga, respecto del tema que nos ocupa. El audio íntegro de la entrevista se encuentra subido en la página oficial de la Cooperativa CALF (www.cooperativacalf.com.ar) y acompañamos un CD con la grabación del mismo.
Resulta al menos alarmante cómo se subestima a las instituciones democráticas y se tiene un concepto absolutamente erróneo del tipo de servicio que se está prestando. 
Algunas de las cosas dichas en la referida entrevista fueron las siguientes: El Ing. Ciapponi, con mucha razón sostuvo que la determinación de la tarifa eléctrica era un tema sumamente complejo y que “quienes se dedican a la comunicación podrían haber colaborado en hacerle saber a la gente esto”. En esto último está equivocado, es el Estado quien tiene la obligación de brindar a la gente información adecuada, veraz y oportuna. Todos los vecinos de la ciudad tienen derecho a saber por qué van a pagar más.
También sostuvo que el cálculo técnico de la tarifa no lo decide CALF. En este punto, es dable preguntarnos por qué no se pudo explicar con claridad otra de las noticias que también causó mucho malestar social: los exorbitantes salarios que perciben los integrantes del consejo directivo de la cooperativa. Y en este punto debe quedar claro que nadie se refiere a los sueldos de los trabajadores, homologados por sus respectivos CCT, sino a otra cuestión. Este punto también es parte de la información clara, adecuada y veraz que tienen obligación de brindar.
A su turno el intendente Quiroga señaló varias cosas: “ la gente debe salir de la fantasía de que los servicios públicos no deben tener costos” “aplicar el aumento con progresividad es un disparate” “es un problema cultural creer que los servicios deben ser bajos para que me rinda el sueldo” “que las cosas valgan lo que tienen que valer y que la gente gane lo que tenga que ganar” “el servicio público es un bien económico y lo tiene que pagar el que lo consume” “es caro el celular, tomarte un café, comprarte un atado de cigarrillos, hay que sincerar la economía”, etc, etc.
Es más que claro y evidencia el absoluto desconocimiento no solo de los pronunciamientos de nuestra CSJN, sino de los tratados de derechos humanos con jerarquía constitucional que sostiene, tal como ya señalamos, que el servicio de tarifa eléctrica es un servicio público esencial y un derecho humano que hace nada más ni nada menos que a la dignidad de las personas.
Que un aumento desmedido, sin información, sin gradualidad haga peligrar la posibilidad de muchos ciudadanos neuquinos de afrontarlo es alarmante y no puede ser desoído.
Lo que estamos pidiendo, exigiendo, es que se respeten los mecanismos constitucionales y que se brinde toda la información necesaria, adecuada, veraz, que la misma la pueda comprender todos el universo de usuarios que se van a ver afectados si se aplica este aumento y a su vez que se escuche a la gente. De eso se trata la democracia.
IV.- Solicita Medida Cautelar de No Innovar: Atento a todas las consideraciones vertidas anteriormente, y entendiendo que se dan los presupuestos necesarios para que se otorgue la presente, solicitamos a VS nos otorgue como medida cautelar de no innovar la suspensión de la aplicación del aumento tarifario dispuesto en la Ordenanza N° 13.581, promulgada por decreto municipal N° 1026 de fecha 25/11/2016. No teniendo la norma fecha de entrada en vigencia, la misma entraría dentro de las generales de la ley (art. 5 CCyC) es decir al octavo día de su publicación (29/11/2016).

El peligro en la demora radica en la dificultad y gravedad que existiría en caso de que el aumento tarifario comience a cobrarse y si luego,  al resolverse el fondo de la presente acción, se decide que debió haberse convocado a una audiencia pública previa al aumento, tal como estamos solicitando. Un dato más que hay que tener en cuenta es que en los meses venideros el consumo de energía aumenta y por lo tanto las facturas que deban abonar los usuarios serían aún mucho más altas y pondrían en serio riesgo para gran parte de la sociedad neuquina la posibilidad de hacerlo y por lo tanto de poder tener servicio eléctrico.
La verosimilitud en el derecho quedó ampliamente demostrada a lo largo de la presente acción, y a efectos de no ser reiterativos nos remitimos a las consideraciones jurídicas que brindamos a lo largo de la presente.
Ofrecemos caución juratoria de las actoras y/o de la letrada patrocinante en la presente acción, o lo que VS considere pertinente como contracautela de la medida peticionada.
Por último queremos señalar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sostenido que: “… la finalidad del proceso cautelar consiste en asegurar la eficacia práctica de la sentencia y la fundabilidad de la pretensión que constituye su objeto no depende de un análisis exhaustivo y profundo de la materia controvertida, sino de un análisis de mera probabilidad acerca de la existencia del derecho discutido…” (Fallos 314.695 y 711, 325:2367).
V.- Derecho: Fundamos la presente acción en los arts. art. 43 de la Constitución Nacional, art. 59 de la Constitución Provincial, ley provincial Nº 1981 que regula la acción de amparo, arts. 14 y 15 de la Carta Orgánica de la Ciudad de Neuquén, 17, 19, 31, 33, 42, 43 y concordantes de la Constitución Nacional, arts. 55, 59 y concordantes de la Constitución Provincial, arts. 12, 13, 14, 15 , 144, 157, 158 y concordantes de la Carta Orgánica de la Ciudad de Neuquén, doctrina y reciente jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de La Nación, Ley N° 1981, Ordenanza N° 7778, Ordenanza N° 12.835. Doctrina y jurisprudencia aplicables al caso.
VI.-Prueba: ofrezco y acompaño la siguiente:
Documental:
-Contrato de concesión vigente entre la Municipalidad de Neuquén y la Cooperativa CALF y anexos (109 fs)
-Decretos de aumentos desde enero de 2015 a la fecha. (35 fs)
-Boletín Oficial N° 5 (edición especial) con la publicación de la Ordenanza N° 13.581. (18)
-CD con audio del programa radial “Sin Pelos” del día 26/11/2016.
-Artículos periodísticos referidos al tema (8).
-Notas presentadas al Concejo Deliberante de la ciudad de Neuquén por el Defensor del Pueblo de la Ciudad y por distintas Organizaciones de la Sociedad Civil. (4).

-Actas de designación de la Sra. Elita Leonor Riquelme DNI 23.302.124 como presidenta de la Sociedad Vecinal Bº Bouquet Roldán de la Ciudad de Neuquén (3).
-Designación en el cargo de la Concejala Cecilia Maletti (1). 

Informativa subsidiaria: en caso de desconocimiento de la documental acompañada, solicito se libren los oficios correspondientes a los organismos de los cuales haya emanado la documental desconocida a efectos de que se pronuncien sobre su autenticidad, contenido y fecha.
VII.-Reserva del caso federal: Se formula la reserva del caso federal regulado en los Arts. 14º y 15º de la ley 48, ante la posibilidad de un pronunciamiento contrario a los derechos invocados en el decurso de este escrito, todo en atención a encontrarse directamente comprometidas en la recta resolución del presente las garantías normadas por los artículos 1º, 17º, 19º, 28º, 31º, 33º, 75º inc. 22 y concordantes de la Constitución Nacional, artículos XXIII y XXIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, artículo 17 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, y artículo 21 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos – Pacto de San José de Costa Rica. 

VIII.- Petitorio: Por todo lo expuesto, a VS solicito:
1) Nos tenga por presentadas, por parte, con domicilio constituido y domicilio electrónico denunciado.-
2)  Habilite día y hora judicial y haga lugar a la medida cautelar solicitada, previo traslado de la acción a las demandadas.
3)  Por ofrecida prueba y acompañada documental.
4) Por efectuada reserva del caso federal.
5) Oportunamente dicte sentencia haciendo lugar íntegramente a la presente acción de amparo, con costas que,
                                                                              
SERÁ JUSTICIA.
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